INTERVENCION DEL MAGISTRADO FRANCISCO GUTIÉRREZ LOPEZ EN DEFENSA DE LA TESIS DOCTORAL ‘GASTO PÚBLICO Y FUNCIONAMIENTO DE LA JUSTICIA EN ESPAÑA ENTRE 2004 Y 2013’

Buenos días. Con la venia del tribunal. Paso a exponer el trabajo que presento para optar al grado de doctor, titulado “Gasto público y funcionamiento de la Justicia en España entre 2004 y 2013. Especial referencia a la Comunidad Autónoma de Andalucía. Comparativa con otros países europeos”, dirigido por los Drs D. José Vallés Ferrer y Dña Mª José Vazquez Cueto en el seno del Dpto de Economía Aplicada III. 

Que ha estructurado en los 6 capítulos cuyos epígrafes están recogidos en esta primera diapositiva, y que desarrollaré brevemente.
2. LA IMPORTANCIA DE LA JUSTICIA
¿Por qué analizo la Justicia y por qué desde una óptica económica?

En primer lugar, porque es un hecho comúnmente aceptado la importancia que tiene para una sociedad el correcto funcionamiento de la Administración de Justicia, que incide, incluso, en la economía.

El profesor Santos Pastor Prieto, destacado estudioso y precursor en nuestro país del análisis de lo que Richard A. Posner denominó la Economía de la Justicia, abundó en esta idea, alertando de los perjuicios que causa a los derechos de los ciudadanos una justicia lenta, costosa e ineficaz.

En el mismo sentido el Círculo de Empresarios advirtió que un mal funcionamiento de la justicia genera costes difusos u ocultos, que recaen no solo sobre los afectados por los procedimientos judiciales sino sobre el conjunto de la sociedad. 

3. LA JUSTICIA EN ESPAÑA

En segundo lugar, analizo la Justicia porque en la actualidad el sistema judicial español es objeto de severas críticas, que lo califican de ineficiente y tardío. Un gran sector de la sociedad y profesionales de la Justicia considera que la falta de medios es la causa que explica su mal funcionamiento, y reclaman, en consecuencia, mayor gasto público para remediarlo. Podríamos preguntarnos si es esta una demanda corporativa o sectorial interesada, o, ciertamente, como algunos dicen, la Justicia en España es la Cenicienta de la administración, y es la falta de inversión la causa que explica su actual funcionamiento.
No debe tratarse solo de una demanda sectorial o corporativa si cuando el 28 de mayo de 2001 firmaron el Pacto para la Reforma de la Justicia el Gobierno de la Nación, el PP y el PSOE, se reconocía, como una cuestión de estado, la necesidad de modernizar la Justicia en España para que desarrollara más eficazmente sus funciones constitucionales y proporcionara la necesaria seguridad jurídica.
Por último emprendí esta investigación porque como lúcidamente expresó el CGPJ (2001) ”El conocimiento del coste de la justicia... es relevante para facilitar la planificación, la identificación de las buenas prácticas y, especialmente, en la rendición de cuentas a la ciudadanía”.

Y habría que reconocer que, quizás, en España no se ha analizado suficientemente las causas que podrían explicar el actual funcionamiento de la Justicia y, más concretamente, la incidencia que tiene el gasto público en ello. 

4. OBJETIVOS
Pero, no ha sido el objetivo del presente trabajo de investigación buscar culpables o analizar si se ha cumplido o no el Pacto para la Reforma de la Justicia, sino que, ha consistido en Cotejar cuál ha sido la relación entre el funcionamiento y el gasto público realizado entre 2004 y 2013 en la Administración de Justicia en España, sus CCAA y Andalucía, para poder determinar si la causa que explicaría ese funcionamiento es económica o, por el contrario, confluyen otras, y, en su caso, aportar soluciones. 

5. METODOLOGÍA, INDICADORES, ESTRUCTURA Y FUENTES

El método utilizado ha sido esencialmente cuantitativo. Mediante el análisis de los datos facilitados por los distintos organismos oficiales se han distinguido 3 apartados principales: el gasto realizado en la Administración de Justicia; los medios personales a su servicio; y la actividad jurisdiccional, distinguiendo en cada uno de ellos los indicadores y variables que están recogidos en el gráfico.

El periodo analizado se circunscribe a los años 2004 a 2013 porque consideré que era un lapso temporal suficiente para medir la evolución de los indicadores analizados y porque hasta 2004 no existieron datos de Europa y los de España eran poco fiables.
El análisis se ha dividido en 4 niveles geográficos: España, CCAA, Andalucía y Europa.

6. PROBLEMAS Y LIMITACIONES

Pero, la tarea acometida no ha estado exenta de dificultades. 
Unas de carácter general, pues siendo la Justicia una actividad donde prima la decisión humana, es complejo cuantificar su eficacia exclusivamente con criterios cuantitativos.

Por otra, que, aunque la mayor disponibilidad económica facilita que se puedan obtener más y mejores medios, más dinero no garantiza que se alcancen mejores resultados sino que es una mera probabilidad que depende de que se gestionen con eficiencia los recursos. 
Otros problemas son específicos de España. El primero, la organización de la Justicia en España es compleja, según concluyó el CGPJ en su Libro Blanco de 1997.
Pese a que la Constitución Española estable en su artículo 149, 1-5ª que la AJ es competencia exclusiva del Estado, el desarrollo legislativo y la interpretación que realizó el Tribunal Constitucional de ese precepto lo han matizado, distinguiendo entre AJ en sentido estricto, que es el Poder Judicial, que no se puede transferir; y la administración de la AJ, que es la encargada de proveer de medios materiales y personales a la primera, que sí se puede transferir. Ello ha conformado una AJ con competencias:

- Desconcentradas, pues las comparten MJ y CGPJ.

- Descentralizadas, pues se pueden transferir a las CCAA los medios materiales, funcionarios y Justicia Gratuita.

El segundo, que la información existente de la Justicia en España es deficitaria, o, al menos, lo era en 2003, como reconoció la Exposición de Motivos del Reglamento de la Estadística Judicial del CGPJ 1/2003, de 9 de julio, cuando afirmó que: “Seguramente el problema más importante al que se enfrenta cualquier estudioso de la actividad judicial de nuestro país es la enorme deficiencia de sus estadísticas”.
El tercero, y como consecuencia de los anteriores, la contabilización del gasto de la AJ es especialmente complicada, pues: 
- no existe un único presupuesto inicial nacional de Justicia consolidado que englobe el de todas las AAPP. En 2013 eran 14 los presupuestos que recogían el gasto de la AJ: los del Mº de Justicia, CGPJ y 12 CCAA con competencias transferidas.

- tampoco existen criterios reglados uniformes que determinen qué gastos deben incluirse en el programa Justica. 

He seguido el criterio de la CEPEJ, considerando gastos de la AJ los de Tribunales, Mº Público y Justicia Gratuita, aunque también incluyo los del CGPJ por la razones que explico en el trabajo. 

7. RESULTADOS/OBJETIVOS 
¿Cuáles son los resultados alcanzados en la investigación? Las conclusiones esenciales son las siguientes:

El problema central de la Administración de Justicia en España es más de diseño organizativo que económico; de hecho, el incremento del gasto público habido en el periodo 2004/2013 NO HA MEJORADO su funcionamiento porque la política de gasto ha sido ESTERIL/INEFICIENTE, ya que no se ha centrado en combatir las variables que causan el mal funcionamiento, que son el déficit de jueces y la excesiva litigiosidad.
¿En qué datos sustento estas conclusiones?
8. GASTO PÚBLICO EN ESPAÑA

Como particularidades más relevantes del gasto público en Justicia en España en 2004 y 2013, cuyas cifras más esenciales se encuentran recogidas en este gráfico, reseño las siguientes:


- Mientras el incremento del gasto en Justicia ascendió al 48,40%, el de las AAPP al 39,45%, lo que permite reconocer que en este periodo se ha concedido una cierta preferencia al gasto en Justicia.

- No es posible conocer la totalidad de las cantidades recaudadas por la AJ, pues ni el MJ ni el MHAP facilitan información sobre la recaudación por multas penales y depósitos para recurrir, aunque de la información existente, desde la entrada en vigor de la Ley de Tasas, la recaudación por este concepto se duplicó del 4,59% en 2012 al 8,86% en 2013.


- El mal funcionamiento de la Justicia causó al Estado un gasto de cerca de 84 millones de € por salarios de tramitación y por responsabilidad patrimonial por anormal funcionamiento de la AJ. 

9. GASTO PÚBLICO CCAA

En el ámbito de las CCAA se aprecia la existencia de una gran disparidad en cualquiera de los indicadores que se analice.

Así vemos que el gasto efectivo/habitante oscilaba en 2004 entre Canarias (52,09 €) y País Vaco (49,22), y Galicia (30,14€) y Valencia (31,41€). En 2013 oscilaba entre País Vasco (68,27€) y Canarias (67,68 €); y Galicia (39,92€) y Navarra (41,24€). 

El gasto/PIB osciló ambos años entre Canarias y Navarra. 

En Andalucía el gasto/hab era bajo en 2004 (34,4€) y 2013 (47,8€); y superior a la media en porcentaje de PIB en 2004 (0,22) y 2013 (0,28).
10. MEDIOS PERSONALES

Mientras el número de jueces se incrementó el 25,69%, el de fiscales alcanzó el 40,19%.

Las plantas de jueces y fiscales eran muy inferiores a la media europea, y los de funcionarios y abogados muy superiores.

11. JUECES Y FISCALES POR CCAA

En el ámbito de las CCAA el número de jueces y fiscales/100.000 habitantes era poco homogéneo y oscilaba en 2004 entre Asturias (11,73) y Murcia (7,88). 
En 2013 oscilaba entre Asturias (14,14) y Castilla la Mancha (8,95). La distribución continuaba no siendo homogénea, como acreditan los perfiles de las curvas del gráfico que aunque se desplazan hacia arriba en correspondencia al aumento habido en el periodo, se mantienen a la misma distancia. 
Andalucía tenía menos que la media en 2004 (9,14) y 2013 (10,49)

Idéntica falta de uniformidad se advierte en la planta de fiscales. 

12. ACTIVIDAD JURISDICCIONAL

Que el funcionamiento del sistema judicial español no ha mejorado en el periodo analizado se constata en estos gráficos, que recogen el movimiento del número total de asuntos ingresados, resueltos y en trámite de la AJ en España de 2004 a 2013.


En 2004 el número de asuntos resueltos superó levemente al de ingresados. Desde 2004 a 2009 el de asuntos ingresados se incrementó de forma notable y el de resueltos algo menos, lo que provocó que el número de asuntos pendientes se incrementara de forma muy notable.

A partir de 2010, coincidiendo con la crisis económica, los asuntos ingresados descendieron, especialmente en 2013 tras la entrada en vigor de la Ley de Tasas en noviembre de 2012, con tal intensidad que a partir de 2011 el número de asuntos resueltos superó al de ingresados, provocando que el de asuntos en trámite descendiera hasta 2013.
En definitiva, puede decirse que el sistema judicial español tiene más asuntos pendientes en 2013 que en 2004 (28,3%), aunque desde 2011 su número disminuyó gracias a la disminución de la litigiosidad coincidente en el tiempo con la crisis económica y por la Ley de Tasas. 

13.
 ASUNTOS EN TRÁMITE/JUEZ

Pero, que el sistema judicial español se encuentra en peor situación funcional en 2013 también se constata si se analiza el número de asuntos en trámite/juez, que se incrementó en el periodo levemente en el conjunto de las jurisdicciones (2,1%).

Por jurisdicciones, en la civil-penal (0,45%) el incremento fue inapreciable, en la contencioso administrativa se redujo intensamente (41,5%) a resultas del descenso del número de asuntos ingresados (-12,12%) y del incremento de la planta de jueces (21,84%); y en la social el incremento fue extremo (106,8%), como resultado del incremento notable del número de asuntos ingresados (34,21%) y del escaso incremento de la planta de jueces (11,43%).

14.
TASA DE PENDENCIA


También se comprueba el deterioro de la eficacia del sistema judicial analizando la TP, que es el cociente del nº de asuntos pendientes partidos por los resueltos, que nos indicará el tiempo teórico que necesitaría el sistema para resolver la pendencia existente.

La TP empeoró en España de 2004 (0,28) a 2013 (0,30).

En el ámbito de las CCAA las diferencias eran muy notables por la falta de uniformidad en la carga de trabajo/juez. En 2004 oscilaba entre Canarias (0,34) y Navarra y Extremadura (0,19). En 2013 entre Castilla la Mancha (0,41) y Navarra (0,2) y Asturias (0,24). 

La evolución en el periodo fue especialmente negativa donde se implantó la NOJ en algunas de sus capitales: Extremadura, Castilla la Mancha y Murcia; y, positiva, en Canarias, Asturias y Cantabria.
La evolución en Andalucía fue negativa (0,23/0,29), aunque se encontraba bajo la media, pese a la alta TL y bajo nº de jueces.
También la duración media de los procedimientos es una variable que permite comprobar el deterioro del funcionamiento. Con carácter general desde 2011 comenzó una fase de disminución de la duración media, que fue especialmente importante en el Tribunal Supremo y en las salas de lo contencioso administrativo de los TSJ. Por el contrario, el aumento de la duración fue muy importante en los juzgados de lo mercantil, cuyo incremento alcanzó el 614,55% (5,5 en 2004, 23,8 en 2010 y 39,3 en 2013), y también en las ejecutorias en todas las jurisdicciones.

15.
EJECUTORIAS

Ejecutoria es el procedimiento en el que se da cumplimiento al fallo de la sentencia.

El deficiente funcionamiento de la ejecución en España es una de las características más negativa de nuestro sistema judicial y constata la incapacidad para ejecutar con rapidez las sentencias, pues, como puede observarse en el presente gráfico, el número de las pendientes se incrementó notablemente hasta 2013, alcanzando el 94,3%.
Estos son, los datos que explicarían el funcionamiento de la AJ en España entre 2004/2013, cuál el gasto y sus medios personales, aunque resumidamente, pero para ponerlos en valor y comprobar cuál es el alcance de los mismos, es conveniente compararlos con los de otros sistemas judiciales de nuestro entorno socio político.

16/17. EUROPA (CEPEJ)

En septiembre de 2002 se creó en el seno del Consejo de Europa la CEPEJ. Se perseguía “presentar una fotografía lo más precisa posible de los sistemas judiciales de los 45 Estados europeos, para poder compararlos”; como medio para Mejorar la equidad, calidad y eficacia de la justicia en Europa y limitar los recursos ante la Corte de Estrasburgo.
- Para ello cada dos años deben responder un cuestionario sobre datos cualitativos y cuantitativos del sistema judicial
Es indudable que la creación de la CEPEJ supuso un gran avance y una herramienta muy eficaz para unificar y mejora del funcionamiento de la Justicia en Europa a través, precisamente, de la información, pero, resulta ciertamente complejo comparar 47 sistemas judiciales diversos en sus estructuras, competencias y organización; y que, por tanto, hay que tener una cierta prevención con la información facilitada por los países, que, además, no siempre es fiable. Así, por ejemplo, la que facilitó España a la CEPEJ de 2012 fue muy deficiente, pues entre los gastos de la Administración de Justicia no se incluyeron los realizados por las CCAA transferidas y el nº de asuntos ingresados difería sustancialmente con los del CGPJ. 

Las conclusiones sobre el funcionamiento de los sistemas judiciales de CEPEJ, son las que resumidamente expongo a continuación mediante gráficas de dos coordenadas, si bien he de aclarar que los datos se refieren a 2012, que es último año que se puede disponer, y que, para la confección de las gráficas, he respetado la denominación francesa de los países, porque es la versión que he utilizado.
(18)
Los países más ricos, lógicamente, realizaban mayor gasto en Justicia/habitante, pero comparados PIB/habitante y gasto/habitante en Justicia en relación con el gasto total del Estado, los países con mayor riqueza realizaban menor esfuerzo de gasto en Justicia que los países menos ricos, salvo Alemania, Andorra y Suiza. 
En España el gasto/habitante y en porcentaje de PIB superaban la media; y era inferior en relación con el gasto total de las AAPP, aunque con nivel parecido al de países con más PIB.
(19) 
Si se relacionan el PIB/habitante y los jueces+fiscales/100.000 habs. Se comprueba que los países con mayor riqueza tenían, generalmente, menos jueces+fiscales.
(20) 
Comparadas las plantas de jueces+fiscales y de funcionarios/100.000 habitantes, la mayoría de los países presentan un equilibrio a la baja o al alza de ambos indicadores, salvo España, Malta y Estonia, que tenían pocos jueces+fiscales y muchos funcionarios; y Portugal, Rusia e Islandia al contrario. Si a ello unimos que el número de abogados en España era elevadísimo (285,5) (y 25,5/juez), desde el punto de vista de la distribución de los medios personales, España tenía un sistema particular, solo compartido por Malta.
(21) 
Si se compara PIB/habitante y TL los países que superan la media del PIB tienen menos TL que la media, salvo Italia, Andorra y Bélgica.

(22)
Si se compara la TP y el porcentaje de gasto en Justicia en relación con el gasto total de las AAPP, se concluye que mayor gasto no garantiza menor TP.

(23)
Si se compara la TP y el nº de asuntos ingresados/juez, un nº de asuntos/juez inferior a la media no garantizaba menor TP, que alcanzaban con más probabilidad los que tenían menos TL que la media salvo Polonia, Hungría y Lituania, porque todos que tenían más TP que la media tenían más jueces que la media.

Es decir, la TL es el indicador que tenía en 2012 más incidencia en el eficaz funcionamiento de la Justicia que el nº de jueces o el gasto.
De ello puede concluirse que, comparada con los sistemas europeos en 2012, España gastaba en Justicia/habitante y en porcentaje de PIB más que la media, y menos en proporción al gasto de las AAPP, aunque parecido a los países con más PIB; que tenía una TL muy superior a la media, un nº de jueces y fiscales inferior, siendo su distribución de personal muy particular con muchos funcionarios y abogados y que era ineficaz porque la TP era superior a la media.
24. CAUSAS QUE PODRÍAN EXPLICAR EL FUNCIONAMIENTO

Analizado el funcionamiento de la AJ en España y comparado con otros sistemas judiciales de Europa, es el momento de comprobar qué causas podrían explicar el funcionamiento de la Justicia en España entre 2004 y 2013. Para ello, comparamos la evolución del presupuesto, planta de jueces, número de asuntos ingresados y pendientes.

De ello podemos concluir que el incremento del gasto presupuestado no mejoró la pendencia, ni tampoco el incremento de la planta de jueces, pero sí que existe relación entre los asuntos ingresados y la pendencia, pues solo cuando descendió el número de asuntos ingresados, bajó el número de asuntos pendientes.

25. LA SOBRECARGA COMO CAUSA QUE MÁS INTENSAMENTE HA INCIDIDO EN EL FUNCIONAMIENTO. 
En consecuencia, he llegado a la conclusión de que la causa que de forma más determinante incide en el deficiente funcionamiento de la Justicia en España es la confluencia de una excesiva litigiosidad y un bajo número de jueces, que provoca una sobrecarga de trabajo para los jueces que deviene inasumible. 
Que la litigiosidad era excesiva en España en 2012 se constata por la comparativa con otros países europeos, pues, mientras la TL media en Europa era 4.625/100.000 habs, la de España era 7.231 con datos CEPEJ y 16.885 con datos del CGPJ.

Asimismo, la información ofrecida por el Servicio de Inspección del CGPJ constata que esta sobrecarga se mantenía en 2013, pues precisó que de los 3896 órganos judiciales, 1.695 (43,53%) superaban el 150% del módulo de entrada fijado por el CGPJ; 1.280 (32,83%) superaban el 100%; y sólo 921 (23,63%) no lo alcanzaban. Es decir, el 76,37% superaba el 100% del módulo de entrada.

Que el nº de jueces es bajo se constata porque mientras la media de la CEPEJ en 2012 era de 21,04, la de España 11,2. Lo mismo puede decirse del nº de Fiscales.

La conjunción de ambas variables provoca que la carga de trabajo que soportaba en 2012 cada juez en España, 645,4 con los datos de CEPEJ y 1506,9 con las datos del CGPJ, fuese muy superior a la media europea (327,3).

27. PORCENTAJE SOBRE EL TOTAL NACIONAL

Pero, además, agrava este problema la falta de coherencia interna en la distribución de los jueces y fiscales entre CCAA/TSJ, que no se realiza con criterios relacionados con la litigiosidad de cada TSJ/CCAA, como puede comprobarse de los resultados que arroja comparar el porcentaje de participación que cada uno de los indicadores analizados de cada CCAA/TSJ tenía sobre el total nacional. 

De esta comparación se comprueba que en 2013 existían 3 bloques de CCAA: las desfavorecidas, Andalucía, Madrid, Valencia, Cataluña y Murcia; compensadas, Canarias, Castilla la Mancha y Baleares; y favorecidas, Aragón, Asturias, Cantabria, Castilla-León, Extremadura, Galicia, Navarra, País Vasco, Navarra y La Rioja.

28. ASUNTOS INGRESADOS/JUEZ POR CCAA

La consecuencia de esta falta de disparidad en la distribución de los medios personales, es que en el ámbito de las CCAA, el número de asuntos ingresados/juez era muy dispar, como se comprueba en este gráfico que hemos ordenado de mayor a menor ratio, coloreando en rojo la media de España y en verde a Andalucía.

El nº de asuntos/juez oscilaba en 2004, entre Valencia (2.283), Andalucía (2.240) y Madrid, que superaban los 2200; y Asturias (1.169). En 2013 oscilaba entre Andalucía (2.056) y La Rioja (1.004). Se comprobará que las mismas 4 CCAA que se encontraban a la cabeza y a la cola en 2004 se mantienen en 2013 en los mismos grupos.

De ello puede colegirse que en el periodo analizado estas disfuncionalidades no se han corregido decididamente porque la creación las plazas de jueces no atendió a la litigiosidad de cada TSJ.

29. CONCLUSIONES

En definitiva, y como anticipé, aunque en España el gasto público en Justicia se incrementó entre 2004 y 2013 (48,45%) en mayor porcentaje que el de las AAPP, y a que no es inferior al de los países europeos de nuestro nivel económico, el esfuerzo de gasto realizado en España en la década analizada ha resultado estéril y no ha mejorado el funcionamiento de la A. de Justicia, debido a que:

- la política de gasto ha sido ineficaz, pues no se dedicó a disminuir la TL ni a incrementar suficientemente la planta jueces.
- y, además, la política de creación de las plazas judiciales y su distribución territorial ha incidido en el problema, pues no ha tenido en cuenta la diversa litigiosidad de cada TSJ. 

Asimismo, no se advierte especial incidencia entre el gasto en Justicia realizado por las CCAA y el funcionamiento de sus TSJ, como demuestran los casos de Navarra y Asturias, que son las dos CCAA con la TP más baja en 2013, y eran de las 3 que menos gastaban/habitante
Es importante resaltar que las posibilidades de que el gasto de las CCAA mejore la eficacia del funcionamiento de la Justicia en sus territorios es bastante limitada, porque las CCAA no pueden actuar decididamente sobre las 2 variables que tienen mayor influencia en la eficacia del funcionamiento de la Justicia, pues no les compete la creación de plazas de jueces/fiscales, y la TL es una variable sobre la que difícilmente pueden actuar directamente a corto plazo. 
El gasto público de Andalucía en Justicia entre 2004-2013 fue inferior a la media, aunque su incremento porcentual y el esfuerzo en relación con su riqueza fueron superiores a la media nacional. No obstante, aunque el funcionamiento de la AJ ha empeorado notablemente desde 2004, sigue siendo en 2013 mejor que la media nacional pese a la elevadísima TL y a que las plantas de jueces/fiscales son inferiores a la media nacional, gracias a que la actividad resolutoria/juez era la más elevada de todos los TSJ.
30. PROPUESTAS 
Las recomendaciones que propongo para corregir las disfunciones observadas son las siguientes:
- La esencial, abordar decididamente el binomio déficit de jueces/excesiva litigiosidad, ya que, mientras tanto, ninguna mejora realista puede esperarse de la Administración de Justicia, y el incremento del gasto seguiría resultando estéril. 

- Las plazas de jueces/fiscales se deben crear y distribuir territorialmente con criterios relacionados con la litigiosidad. 

- La mejora de la eficacia de la AJ incidiría positivamente en el gasto, pues disminuiría la responsabilidad patrimonial por anormal funcionamiento; y la mejora de la ejecución, que entiendo esencial, dotaría de mayor eficacia a la AJ e incrementaría la recaudación, aspecto este que debería ser explorado porque es una vía de retorno del gasto muy importante.
- Mejor coordinación entre administraciones competentes; que eviten disfunciones tan indeseadas como, por ejemplo, la existencia de 9 sistemas informáticos incompatibles.

- Las deficiencias de información, con una gestión unitaria de la misma, estableciendo criterios comunes uniformes sobre la contabilización del gasto; y mayor transparencia de la recaudación para conocer la capacidad recaudatoria de la AJ y explorar nuevas vías. 
En Andalucía, debe incrementarse el nivel de gasto en Justicia y, sobre todo, aumentar las plantas de jueces y fiscales. 
(31) 
Por tanto, si la causa principal que incide en el deficiente funcionamiento de la Justicia en España es la sobrecarga de trabajo/juez, la solución pasa por actuar conjunta o individualmente sobre estas dos variables: 
- bien mediante la reducción de la litigiosidad, que depende, por una parte, de condicionantes socioeconómicos (empleo, educación, entorno socio-cultural), sobre los que no se puede actuar de inmediato; 
Y, por otra, de condicionantes legislativos, que sí inciden con prontitud en el problema, como ocurrió con la disminución de TL que se aceleró tras la entrada en vigor de la Ley de Tasas; 
o aquellas otras medidas que tiendan a la simplificación de los procesos o a la desjudicialización de los conflictos, como la mediación y el arbitraje, o la despenalización de infracciones leves, o de peligro o de naturaleza administrativa que se han tipificados en las últimas reformas del CP, siguiendo una tendencia de sobre utilizar al derecho penal como alternativa preferente para la resolución de conflictos sociales probablemente ante el fracaso del resto de administraciones, marginándose alternativas de carácter preventivo propias de una sociedad democrática evolucionada. 

- O bien, como segunda alternativa, mediante la ampliación de las plantas de jueces/fiscales, con el consiguiente aumento del gasto público, unido siempre a una distribución territorial homogénea de los mismos acorde con la litigiosidad. Que no precisaría aumentar el número de funcionarios si nos atenemos a la organización que impera mayoritariamente en los países europeos. 
No obstante, de esas dos alternativas considero como opción preferente disminuir la TL porque no requiere grandes inversiones y es la más eficiente, según se ha podido comprobar por la comparativa con los países europeos.

Pero si se mantiene el actual diseño organizativo de la Administración de Justicia en España, y se continúa incentivando el uso omnipresente de la Justicia, es evidente que para mejorar su funcionamiento se precisaría aumentar el gasto en proporción difícil de cuantificar, aunque, incluso así tampoco estaría garantizado un funcionamiento eficaz, porque, por las conclusiones alcanzadas en la investigación, mayor gasto no lo garantiza.
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Quedo a disposición del tribunal para cuantas cuestiones deseen plantear.
EN PRIMER LUGAR QUIERO AGRADECER A LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL TODAS Y CADA UNA DE LAS APORTACIONES REALIZADAS, 

A CONTINUACIÓN PROCEDERÉ A RESOLVERLAS.
PARA CONCLUIR, QUIERO AGRADECER DE NUEVO A LOS MIEMBROS DEL TRIBUNAL LAS CUESTIONES E IDEAS PLANTEADAS QUE SERÁN DE GRAN IMPORTANCIA EN EL DESARROLLO DE FUTURAS INVESTIGACIONES.
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